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La Autoridad Independiente de Protección del Informante 
publica una Recomendación para el diseño e 
implementación de un sistema interno de información 
 

 

El 14 de enero de 2026 la Autoridad Independiente de Protección del Informante publicó en su página 
web su Recomendación 1/2026 para el diseño e implementación de un sistema interno de información. 
La Recomendación establece diversos criterios que pueden servir como guía para que las entidades 
obligadas adapten sus sistemas internos de información a lo previsto en la Ley 2/2023, de protección 
de informantes. En la medida en que estos serán, con toda probabilidad, los criterios que la Autoridad 
utilice también como parámetro de evaluación de dichos sistemas en el ejercicio de sus funciones 
(como la sancionadora), es recomendable que las entidades sujetas a la Ley 2/2023 revisen el diseño de 
sus sistemas internos de información para asegurar que se ajustan a lo previsto en la nueva 
Recomendación.  

 

El 1 de septiembre de 2025 entró en funcionamiento la Autoridad Independiente de Protección del 
Informante (“AIPI”), autoridad administrativa independiente regulada en el título VIII de la Ley 2/2023, de 
20 de febrero, reguladora de la protección de las personas que informen sobre infracciones normativas 
y de lucha contra la corrupción (la “Ley 2/2023” o “Ley de Protección de Informantes”). De acuerdo 
con la esa Ley y con el Estatuto de la AIPI1, esta tiene entre sus funciones la elaboración de circulares 
y recomendaciones que establezcan los criterios y prácticas adecuados para el correcto funcionamiento 
de la AIPI.  

En cumplimiento de esta función, la AIPI ha aprobado tres recomendaciones, que ha publicado en su 
página web2 el 14 de enero de 2026: 

• La Recomendación 1/2025/v2 para la gestión del sistema interno de información en los partidos 
políticos (la “Recomendación 1/2025”)3.  

• La Recomendación 1/2026 para el diseño e implementación de un sistema interno de información 
(la “Recomendación 1/2026”). 

• La Recomendación 2/2026 para el diseño e implementación de un sistema interno de información 
en la Administración Local (la “Recomendación 2/2026”).  

                                                      
1 Real Decreto 1101/2024, de 24 de octubre.  
2 https://www.proteccioninformante.gob.es/circulares-recomendaciones-y-guias. 
3 La primera versión de esta Recomendación se publicó en la página web de la AIPI en diciembre de 2025, aunque ha sido 
posteriormente retirada de ella.  
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La Recomendación 1/2026 tiene como objetivo aclarar una serie de dudas interpretativas sobre el diseño 
y la implementación del sistema interno de información que deben implantar las entidades sujetas a la 
Ley 2/2023. Aunque en la propia Recomendación se especifica que esta no tiene carácter normativo 
ni vinculante, proporciona criterios que pueden servir como guía para que las entidades obligadas 
adapten sus sistemas internos de información a lo previsto en la Ley 2/2023, criterios que —con toda 
probabilidad— servirán también como parámetro de evaluación de dichos sistemas por parte de la AIPI 
en el ejercicio de otras de sus funciones (como la sancionadora). En la Recomendación se advierte, en 
todo caso, de que tanto esa como otras futuras recomendaciones “puedan ser objeto de revisión, 
publicándose nuevas versiones o ediciones que las mejoren o actualicen”.  

En lo que sigue, resumiremos —sin ánimo de exhaustividad— los aspectos de la Recomendación 1/2026 
que consideramos más relevantes para la implementación de sistemas internos de información en el 
sector privado. Nos centraremos en los aspectos en los que la AIPI proporciona pautas o criterios 
interpretativos que aclaran lo dispuesto en la Ley de Protección de Informantes y resuelven algunas 
de las ambigüedades que presenta el tenor literal de la norma. Solo nos referiremos a la Recomendación 
1/2025 y a la Recomendación 2/2026 (relativas, respectivamente, a los partidos políticos y las 
administraciones locales) como elemento de contraste o en la medida en que incluyen aspectos que 
consideramos de interés también para las empresas. 

1. ENTIDADES OBLIGADAS  

La Recomendación 1/2026 introduce algunas precisiones relevantes sobre la determinación de las 
entidades obligadas por la Ley de Protección de Informantes, que van más allá de lo dispuesto —en lo 
que respecta al sector privado— en el artículo 10 de la Ley 2//2023. La AIPI aclara fundamentalmente 
dos aspectos: 

• Se encuentra sujeta a la Ley 2/2023 toda entidad del sector privado que desarrolle 
actividades en España, mediante presencia organizada o establecimiento, sucursales o 
agentes, o incluso mediante prestación de servicios sin establecimiento permanente (con 
independencia del domicilio social) y que: 

— bien tenga contratados cincuenta o más trabajadores (artículo 10.1.a de la Ley 2/2023), 

— o bien entre dentro del ámbito de aplicación de los actos de la Unión Europea a los que 
se refiere el artículo 10.1.b de la Ley 2/20234, con independencia del número de 
trabajadores. 

• Para determinar si una empresa alcanza el umbral de cincuenta o más trabajadores, puede 
tomarse como criterio orientativo el establecido en el artículo 3 del Real Decreto 901/2020, de 
13 de octubre, por el que se regulan los Planes de Igualdad.  

                                                      
4 Actos de la Unión Europea en materia de servicios, productos y mercados financieros, prevención del blanqueo de capitales 
o de la financiación del terrorismo, seguridad del transporte y protección del medio ambiente a que se refieren las partes I.B 
y II del anexo de la Directiva (UE) 2019/1937, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de octubre de 2019. 
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2. POLÍTICA Y PROCEDIMIENTO DE GESTIÓN DE COMUNICACIONES 

En la Recomendación 1/2026, se indica que la política del sistema interno de información y el 
procedimiento de gestión de informaciones a los que se refieren, respectivamente, los artículos 5.2.h, y 
5.2.i y 9 de la Ley 2/2023 han de ser documentos formales. En cuanto al contenido de estos 
documentos, se establece lo siguiente: 

• La política del sistema interno de información debe establecer los principios generales que rigen 
el funcionamiento del sistema, las garantías de confidencialidad, independencia y protección 
frente a represalias, así como los derechos y deberes de los informantes y afectados, y de las 
personas que gestionan la información. Se indica que la política deberá ser de fácil acceso y 
adecuadamente difundida, de forma que todas las personas con una relación laboral o 
profesional con la entidad puedan conocerla.  

• El procedimiento de gestión de informaciones debe regular cada fase, desde el acuse de recibo 
hasta la conclusión y respuesta al informante, cumplir rigurosamente los plazos legales (siete 
días para el acuse de recibo y tres meses para “dar respuesta a las actuaciones de 
investigación”5), garantizar la confidencialidad de la identidad del informante y de las personas 
afectadas, la adecuada separación de funciones, la trazabilidad de las actuaciones y una gestión 
diligente e imparcial, y evitar retrasos, interferencias o usos indebidos del sistema.  

Se especifica, asimismo, que las entidades deben incluir, ya sea en la política o en el procedimiento, un 
compromiso y una lista de garantías que aseguren la ausencia de represalias al informante por haber 
formulado una comunicación de buena fe.  

3. CANALES DE COMUNICACIÓN 

En la Recomendación 1/2026 se precisan diferentes aspectos relativos a la configuración de los canales 
internos de comunicación: 

• En primer lugar, se aclara el sentido de la obligación impuesta por el artículo 5.2.d de la Ley 
2/2023 de que el sistema interno de información integre los distintos canales internos de 
información que pudieran establecerse dentro de la entidad. Se indica que, si la entidad posee 
múltiples buzones o canales de denuncia sectoriales que reciban comunicaciones incluidas en 
el ámbito de aplicación de la Ley 2/2023 (por ejemplo, acoso laboral, sexual, etc.), todos ellos 
deben tener una gestión con garantías unificadas y bajo un mismo Responsable del 
Sistema.  

• En segundo lugar, se establece que el requisito de independencia y diferenciación del sistema 
interno de información al que se refiere el artículo 5.2.f de la Ley 2/2023 exige que en la página 
web o portal del canal deba constar de forma visible qué entidad es la titular del sistema y 

                                                      
5 La AIPI utiliza en este punto la terminología, poco clara, del artículo 9.2.d de la Ley 2/2023. En cambio, en las 
Recomendaciones 1/2025 (partidos políticos) y 2/2026 (administraciones locales) se refiere al plazo de tres meses como un 
plazo “para la resolución”.  
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el ámbito sobre el que se proyecta, de manera que la persona informante pueda conocer dónde 
está denunciando y con qué garantías. 

• En tercer lugar, se indica que el sistema deberá articularse mediante una plataforma segura, 
cifrada de extremo a extremo, que permita la presentación de comunicaciones desde el primer 
momento a través de un canal que no posibilite la identificación directa o indirecta de la identidad 
del informante y que disponga de un registro de accesos y actuaciones (trazabilidad 
controlada).  

• Finalmente, se interpretan los artículos 5.2.c y 7.2 de la Ley 2/2023 en el sentido de que el canal 
interno de información debe permitir realizar comunicaciones por una doble vía obligatoria: 
tanto por escrito (plataforma de software seguro, formulario web, correo postal o correo 
electrónico) como verbalmente (mediante teléfono, mensaje de voz o reunión presencial a 
solicitud del informante), con determinados requisitos. Sin embargo, en otro punto de la 
Recomendación 1/2026, esta doble vía de acceso al canal no se presenta como obligatoria, sino 
simplemente como recomendable.  

4. RESPONSABLE DEL SISTEMA 

En cuanto a la figura del Responsable del Sistema prevista en el artículo 8 de la Ley 2/2023, la 
Recomendación 1/2026 precisa que la posibilidad de designar como Responsable a un órgano 
colegiado (en lugar de a una persona física) puede ser útil en determinados casos para reforzar la 
confianza en el sistema, distribuir responsabilidades y reducir el riesgo de interferencias o 
instrumentalización, especialmente si integra perfiles complementarios, con experiencia jurídica, o de 
cumplimiento o de control interno. Se indica que, en estos casos, para que el órgano sea operativo, el 
número de miembros no debería superar los cinco. Se considera posible que no todos los miembros 
del órgano colegiado formen parte de la organización, si bien él órgano debe contar con al menos un 
miembro de la entidad obligada.  

La Recomendación 1/2026 destaca, asimismo, que, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8.3 de 
la Ley 2/2023, tanto el nombramiento como el cese del Responsable del Sistema han de notificarse a 
la AIPI o, en su caso, a las autoridades autonómicas competentes. A diferencia de lo que sucede 
tanto en relación con los partidos políticos (Recomendación 1/2025) como en relación con las 
administraciones locales (Recomendación 2/2026), no se recomienda expresamente a las entidades 
obligadas que, además de a su correspondiente autoridad autonómica, también notifiquen el 
nombramiento a la AIPI. Se recuerda, no obstante, que el plazo para notificar a la AIPI el nombramiento 
del Responsable del Sistema es de dos meses a contar desde la publicación en la página web de la 
AIPI del formulario específico al efecto. 

5. GRUPOS DE EMPRESAS 

La Recomendación 1/2026 aclara también algunos aspectos en relación con lo previsto en el artículo 11 
de la Ley 2/2023. Las aclaraciones más relevantes se refieren a la posibilidad de que los grupos de 
sociedades cuenten con un sistema interno de información y un Responsable del Sistema comunes 
para todo el grupo:  
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• Se establece, en primer lugar, que el hecho de que la sociedad matriz tenga su domicilio fuera 
de España no impide que el sistema interno de información sea único para todo el grupo, 
siempre que, respecto de la entidad obligada en España, dicho sistema se encuentre 
adaptado a la Ley 2/2023.  

• En segundo lugar, se indica que lo que permite la Ley 2/2023 es que las sociedades del grupo 
sujetas a la Ley 2/2023 se sumen voluntariamente al sistema interno de información común 
del grupo. La obligación de implementar un sistema interno de información sigue siendo, sin 
embargo, estrictamente individual.  

• Lo mismo se establece, en tercer lugar, en lo que respecta al Responsable del Sistema: lo que 
se permite no es que exista un Responsable único del grupo, como sujeto abstracto, sino que la 
misma persona u órgano colegiado asuma la condición de responsable respecto de varias 
sociedades del grupo. Esto significa que cada entidad obligada del grupo debe designar 
individualmente al Responsable del Sistema común y notificar su nombramiento a las 
autoridades competentes.  

6. LIBRO-REGISTRO 

La Recomendación 1/2026 establece el contenido mínimo que ha de tener el libro-registro de 
comunicaciones e investigaciones al que se refiere el artículo 26 de la Ley 2/2023. Se indica que este 
debe contener, al menos, la fecha de recepción de la información, el objeto de la comunicación, el estado 
de las actuaciones (en curso, archivado, resolución) y la fecha de finalización del procedimiento, 
asegurando la trazabilidad de cada caso.  

7. LISTA DE VERIFICACIÓN 

Al final de la Recomendación 1/2026 se incluye una lista de verificación básica para el diseño e 
implementación de un sistema interno de información, que incluye los siguientes elementos: 

• Consulta previa a la representación sindical. 

• Acuerdo del órgano de gobierno en que se apruebe el sistema y la política. 

• Designación formal del Responsable del Sistema. 

• Notificación del nombramiento a la AIPI o autoridad autonómica. 

• Implementación técnica del canal (software/buzón seguro). 

• Aprobación del procedimiento de gestión de informaciones. 

• Publicidad del canal en la página web (acceso visible y fácil). 

• Formación al personal sobre el uso del canal.  
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